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I. Introducción

L a regulación de la influencia de los recursos econó-
micos en las elecciones ha sido uno de los aspectos 
centrales de las reformas electorales de las últimas 

tres décadas. Estos cambios, como es bien sabido, fue-
ron impulsados por prácticas perniciosas de actores y or-
ganizaciones políticas influyentes del momento: el “pase 
de charola” en favor del candidato del Partido Revolucio-
nario Institucional (PRI) en 1993 (Becerra et al., 2000); el 
financiamiento ilícito del PRI y del Partido Acción Nacional 
(PAN), identificado en los casos Pemexgate y Amigos de 
Fox (Córdova Vianello y Murayama Rendón, 2006); las 
campañas del Ejecutivo federal y de diversos empresa-
rios en la elección de 2006 (Córdova Vianello, 2008); y 
el ostentoso costo de la campaña presidencial de Enrique 
Peña Nieto en 2012 (Gilas, 2016), por mencionar algunos 
de los casos mejor documentados.

El resultado de este proceso fue la conformación —a nivel 
constitucional y legal— de un modelo que combina un 
generoso esquema de financiamiento público (directo y 
en especie), límites a los ingresos de fuentes privadas, 
topes de gasto y amplias facultades de fiscalización para 
la autoridad electoral (Saavedra Herrera, 2019). Aunque 
en el papel el modelo mexicano es más rígido que el de 
otros países, sus resultados no han cumplido la expec-
tativa de propiciar comicios plenamente equitativos y 
ajenos a la influencia de recursos públicos y privados, 
incluidos aquellos de origen ilícito. El escenario político de 
mayor concentración de poder que se gestó tras la elec-
ción de 2018 tampoco parece haber contribuido a mejo-
rar esta situación, pese a la centralidad de la honestidad, 
la austeridad y el combate a la corrupción en el discurso 
de la coalición encabezada por Morena.

De hecho, las prácticas negativas han persistido a 
lo largo de todo el espectro político. Así lo indican las 
irregularidades detectadas en el caso del Fideicomiso 

“Por los demás” y la cancelación de registros de algu-
nos aspirantes de Morena a gubernaturas en 2021 por 
no entregar informes de gastos de precampaña. Tam-
bién lo evidencian las denuncias presentadas en Nuevo 
León contra candidatos de Movimiento Ciudadano; en la 
Ciudad de México, respecto de la operación del llamado 
“cártel inmobiliario” en alcaldías gobernadas por el PAN 
en décadas recientes; así como el impacto limitado de la 
fiscalización en las elecciones judiciales de 2025, incluido 
el uso de “acordeones”.

La iniciativa de reforma constitucional que la presidenta 
Claudia Sheinbaum Pardo presentó en marzo de 2026 
volvió a conferir un lugar central al uso y control de los 
recursos económicos. Algunos de sus planteamientos 
destacan por su conexión con propuestas incluidas por 
el expresidente Andrés Manuel López Obrador en las tres 
reformas electorales que promovió sin éxito durante su 
sexenio. No obstante, la iniciativa de Sheinbaum también 
contenía elementos originales, con potencial para forta-
lecer las bases jurídicas con las que el Instituto Nacional 
Electoral (INE) ejerce sus funciones de fiscalización. Sin 
embargo, como se expondrá a continuación, la inicia-
tiva prestaba escasa atención a la experiencia acumulada 
durante más de 10 años de centralización de la fiscaliza-
ción electoral en el INE, una autoridad encargada de apli-
car reglas heterogéneas e inconexas, cuyas capacidades 
operativas no han crecido en la misma proporción que 
sus atribuciones constitucionales y legales.

II. Del Plan A al Plan D

El expresidente López Obrador presentó su primera pro-
puesta de reforma electoral en abril de 2022, después 
de la elección intermedia del año anterior, en la que su 
coalición consiguió la mayoría en el Congreso, pero no los 
escaños suficientes para alcanzar la mayoría calificada 
de dos tercios que —además de la ratificación de 17 de 
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las 32 legislaturas locales— se requiere en cada una de 
las cámaras para aprobar reformas constitucionales. Esta 
reforma, que, entre otras cuestiones, planteaba la trans-
formación del INE en el Instituto Nacional de Elecciones 
y Consultas, con integrantes electos por voto popular, fue 
rechazada meses después en el contexto de la “morato-
ria constitucional” suscrita por los partidos de oposición, 
quienes se comprometieron a no aprobar reformas cons-
titucionales propuestas por la coalición gobernante.

Inmediatamente después del rechazo, López Obrador 
envió una segunda iniciativa —el Plan B— para trans-
formar, ahora a través de la legislación secundaria, la 
estructura y atribuciones del INE, su relación con los 
Organismos Públicos Locales Electorales (OPLE) y las 
competencias del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación. Al tratarse de cambios legislativos —y 
no constitucionales—, la coalición de Morena con los 
partidos del Trabajo (PT) y Verde Ecologista de México 
(PVEM) logró su aprobación. No obstante, la reforma no 
entró en vigor porque, entre mayo y junio de 2023, la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) invalidó 
las nuevas disposiciones al resolver múltiples impugna-
ciones presentadas mediante diversos medios de control 
constitucional, al considerar que su aprobación derivó de 
violaciones graves al proceso legislativo.

Posteriormente, en febrero de 2024, ya en el contexto 
del proceso electoral de 2023-2024, el presidente López 
Obrador hizo público un conjunto de 20 iniciativas —18 
de reforma constitucional y dos a leyes secundarias— e 
invitó a la población a votar masivamente para alcanzar 
la mayoría calificada necesaria para su aprobación. Aun-
que el electorado votó mayoritariamente por las candi-
daturas postuladas por Morena y sus aliados, estos no 
obtuvieron inicialmente los dos tercios de la represen-
tación en ambas cámaras del Congreso. Esta mayoría 
se consolidó posteriormente como resultado, primero, 
de decisiones de las autoridades electorales relacionadas 
con la cláusula de sobrerrepresentación prevista en la 
Constitución y, después, de la incorporación de legisla-
dores provenientes de la oposición.

La construcción de esta mayoría calificada permitió a 
la coalición gobernante aprobar 22 decretos de reforma 
constitucional en los 17 meses transcurridos desde la ins-
talación de la actual legislatura federal, en diciembre de 
2024. La gran mayoría de estos decretos tuvo su origen 

en el llamado Plan C, como las reformas en materia de 
impartición de justicia, Guardia Nacional y desaparición 
de diversos órganos constitucionales autónomos, por 
mencionar algunas. Sin embargo, también existen refor-
mas impulsadas por la actual presidenta, como la relativa 
a la no reelección y al nepotismo, publicada en abril de 
2025 tras diversas objeciones tanto de la oposición como 
de actores afines a la coalición gobernante.

En agosto de 2025, con la experiencia derivada de este 
proceso, la presidenta Claudia Sheinbaum integró una 
comisión —conformada exclusivamente por funcionarios 
del Poder Ejecutivo— a la que encargó la elaboración de 
una nueva propuesta de reforma electoral. La comisión 
realizó audiencias públicas y recibió propuestas de acto-
res políticos, especialistas y ciudadanía. Aunque el resul-
tado de su trabajo debía presentarse a inicios de 2026, 
la iniciativa tardó en materializarse debido a tensiones 
al interior de la coalición, particularmente por la oposi-
ción del PT y del PVEM a reducir el financiamiento a los 
partidos y las curules de representación proporcional en 
ambas cámaras del Congreso.

La iniciativa de la presidenta Sheinbaum se presentó 
formalmente el 4 de marzo. Como había adelantado en 
sus conferencias matutinas, abordó los temas que habían 
generado resistencia entre sus aliados, pero dejó de lado 
—al menos temporalmente— otros presentes en las pro-
puestas de su antecesor, como la elección de las conse-
jerías del INE por voto popular o la desaparición de los 
OPLE. Como se señaló previamente, en materia de uso y 
control del dinero en actividades electorales, la iniciativa 
destaca tanto por su continuidad con propuestas previas 
como por la introducción de cambios que eran potencial-
mente positivos.

Por un lado, entre las similitudes destaca la propuesta de 
reducir de manera significativa el financiamiento público 
directo a los partidos políticos para actividades ordinarias 
y de campaña. A diferencia de los planes A y C, que 
planteaban reducciones más amplias, la iniciativa propo-
nía disminuir el factor de cálculo del financiamiento ordi-
nario federal de 65% a 48.75% de la Unidad de Medida 
y Actualización (artículo 41 fracción II). Dado que el 
financiamiento de campaña y de actividades específicas 
corresponde, respectivamente, al 50% y 3% del monto 
ordinario, este ajuste habría implicado también reduc-
ciones en dichos rubros. Asimismo, la propuesta habría 
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tenido efectos en el ámbito subnacional, al plantear que 
las entidades federativas armonizaran sus normas con 
disposiciones análogas.

También en sintonía con López Obrador, la iniciativa pro-
ponía modificar las normas constitucionales relativas al 
origen de los recursos públicos y privados. En específico, 
planteaba prohibir que partidos políticos, candidaturas 
y aspirantes a candidaturas independientes recibieran o 
utilizaran recursos provenientes de gobiernos, organis-
mos, personas físicas o morales extranjeras, o de per-
sonas residentes en el extranjero; así como recursos de 
origen ilícito. Asimismo, establecía la obligación de que 
todas las aportaciones privadas se realizaran a través del 
sistema financiero nacional, precisando que no podían 
ser deducibles de impuestos ni efectuarse en efectivo.

Finalmente, la iniciativa proponía incorporar un texto en 
el artículo 41 cuya redacción parecía orientada a limitar 
los efectos de las resoluciones del INE en materia de fis-
calización, particularmente aquellas vinculadas al registro 
de candidaturas. Esto remitía al episodio de cancelación 
de candidaturas en 2021 y a la propuesta contenida en el 
Plan B para restringir este tipo de decisiones.

Por otro lado, entre los aspectos que podían ser nove-
dosos frente al pasado inmediato, destaca la propuesta 
de ampliar la coordinación entre el INE y las autorida-
des de seguridad, procuración de justicia e inteligencia 
financiera del país. En particular, se planteaba adicionar 
un párrafo al artículo 41 para establecer mecanismos de 
intercambio de información relevante para salvaguardar 
la integridad del proceso electoral.

Esta obligación se complementaba con la incorporación 
de disposiciones que preveían el reporte cotidiano de ope-
raciones financieras de partidos y candidaturas por parte 
de instituciones del sistema financiero y de quienes reali-
zan actividades vulnerables, exclusivamente con fines de 
fiscalización. Asimismo, se establecía que la información 
recabada tendría carácter confidencial y estaría reser-
vada para los procedimientos legales correspondientes, 
sin afectar los registros de candidaturas.

La introducción de estas disposiciones podía fortalecer la 
coordinación entre autoridades de distinta naturaleza, lo 
cual resultaba especialmente relevante en un contexto 

marcado por la informalidad y la ilegalidad en amplios 
sectores de la economía mexicana. Ello implicaba reco-
nocer que la fiscalización electoral no puede abstraerse 
de estas dinámicas y que requiere consolidar su vínculo 
histórico con autoridades financieras, así como profundi-
zar su relación con instancias de seguridad y procuración 
de justicia.

No obstante, la redacción de estas disposiciones presen-
taba varias áreas de mejora. En primer lugar, no que-
daba claro cómo se habría materializado la obligación 
de las autoridades de seguridad, procuración de justi-
cia e inteligencia financiera de proporcionar información 
al INE, cuestión que, aunque podía desarrollarse en la 
legislación secundaria, requería mayor precisión desde 
el texto constitucional. En segundo lugar, existía ambi-
güedad respecto de los supuestos específicos en los que 
las instituciones del sistema financiero y quienes reali-
zan actividades vulnerables debían reportar operaciones. 
Finalmente, también resultaba impreciso el alcance de la 
confidencialidad prevista, pues no se distinguía si apli-
caba a la totalidad de la información o sólo a ciertos 
casos, lo cual era particularmente relevante conside-
rando que los partidos políticos son entidades de interés 
público sujetas a obligaciones de transparencia y acceso 
a la información.

III. Hacia el Plan E

En los párrafos previos se planteó que la iniciativa de 
reforma electoral de la presidenta Sheinbaum contenía 
elementos divergentes: algunos podían contribuir a for-
talecer las bases jurídicas sobre las que el INE ejerce 
sus funciones de fiscalización de prácticamente todas 
las actividades electorales del país, mientras que otros 
podían afectarlas negativamente. Más allá de ello, la ini-
ciativa no prestaba suficiente atención a los desafíos más 
importantes que ha arrojado la experiencia de más de 
10 años durante los cuales la fiscalización electoral ha 
estado centralizada en el INE.

El rechazo del que fue objeto esta iniciativa, debido a 
que no logró el respaldo del PT y del PVEM, abre la opor-
tunidad de reflexionar sobre los puntos ciegos de las 
propuestas recientes de reforma electoral en materia de 
fiscalización. La evidencia acumulada en los últimos 12 
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años revela que el modelo actual de centralización de 
la fiscalización en una sola autoridad electoral requiere 
cambios para mejorar su efectividad y eficiencia.

En el plano de la regulación, es necesario vincular las 
reglas de financiamiento y fiscalización, de modo que la 
revisión de ingresos y gastos se realice sobre los recur-
sos que efectivamente reciben los partidos. Asimismo, 
es indispensable eliminar la heterogeneidad de las reglas 
relacionadas con el ejercicio de esos recursos, particular-
mente en lo que respecta a los topes de gasto. Éstos son 
definidos por autoridades legislativas de distintos niveles 
—federal y local— y en ausencia de un parámetro común 
generan desigualdades en los montos que unas y otras 
candidaturas pueden ejercer.

Finalmente, también es indispensable repensar los pla-
zos de la fiscalización y su relación con las sanciones 
por rebase de topes. Para hacer posible —al menos en 
el plano normativo— la aplicación de las nulidades por 
rebase establecidas en la reforma de 2014, los plazos de 
fiscalización se redujeron de más de un año a poco más 
de 40 días. A su vez, la centralización de la fiscaliza-
ción implicó para el INE un crecimiento exponencial de 
su carga de trabajo. Todo ello, en conjunto, ha tenido 
efectos negativos en la eficiencia y eficacia del sis-
tema de fiscalización. Para modificar este escenario es 
necesario fortalecer, mediante normas y recursos, las 
capacidades de las autoridades encargadas de ejercer 
el creciente número de atribuciones que cada reforma 
electoral les confiere.




